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I. 	 Introducción de la Causa y Objeto de la Controversia

[…]

2.	 La demanda se relaciona con la alegada desaparición forzada del dirigente político 

indígena maya kaqchikel, Florencio Chitay Nech (en adelante “Florencio Chitay Nech” o 

“Florencio Chitay” o “el señor Chitay Nech”), ocurrida a partir del 1 de abril de 1981 en la 

Ciudad de Guatemala y la posterior falta de debida diligencia en la investigación de los he-

chos, así como la denegación de justicia en perjuicio de sus familiares. Dicha desaparición 

fue ejecutada por hombres armados que bajaron de un vehículo. El señor Chitay Nech opu-

so resistencia hasta que uno de los hombres encañonó a su hijo menor de edad, Estermerio 

Chitay Rodríguez (en adelante “Estermerio Chitay” o “Estermerio”), quien le acompañaba, 

por lo que dejó de resistirse y subió al vehículo. Según la demanda, ese mismo día fue inter-

puesta una denuncia ante la Policía Nacional -la cual no levantó acta alguna-. El día 12 de 

octubre de 2004 fue interpuesto un recurso de exhibición personal, el cual fue declarado 

improcedente. Posteriormente, el 2 de marzo de 2009 la Directora Ejecutiva de la Comisión 

Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (en 

adelante “COPREDEH”) presentó ante el Ministerio Público una denuncia por la desapari-

ción forzada del señor Chitay Nech. No obstante, según ha sido alegado, aún no han sido 

investigados los hechos ni juzgados y sancionados los responsables después de 29 años de 

acaecida la referida desaparición forzada, y todavía se desconoce su paradero.

[…]

VIII.	D esaparición Forzada de Florencio Chitay Nech 
(artículos 7, 5, 4, 3 y 23 de la Convención Americana), 
en relación con el artículo 1.1 de la misma y los 
artículos i, ii y iii de la Convención Interamericana Sobre 
Desaparición Forzada de Personas

[…]

A.	 Desaparición Forzada: artículos 7, 5, 4 y 3 (Derechos a la Libertad Personal, 

Integridad Personal, Vida y Reconocimiento a la Personalidad Jurídica) de 

la Convención Americana 

[…]
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113.	(…) con el hostigamiento y posterior desaparición de Florencio Chitay no sólo se 

truncó el ejercicio de su derecho político dentro del período comprendido en su cargo, 

sino que también se le impidió cumplir con un mandato y vocación dentro del proceso de 

formación de líderes comunitarios. Asimismo, la comunidad se vio privada de la represen-

tación de uno de sus líderes en diversos ámbitos de su estructura social, y principalmente 

en el acceso al ejercicio pleno de la participación directa de un líder indígena en las 

estructuras del Estado, donde la representación de grupos en situaciones de desigual-

dad resulta ser un prerrequisito necesario para la realización de aspectos fundamentales 

como la inclusión, la autodeterminación y el desarrollo de las comunidades indígenas 

dentro de un Estado plural y democrático.

114.	La Corte ha reconocido que el Estado debe garantizar que “los miembros de las 

comunidades indígenas y étnicas (…) puedan participar en la toma de decisiones sobre 

asuntos y políticas que inciden o pueden incidir en sus derechos y en el desarrollo de 

dichas comunidades, de forma tal que puedan integrarse a las instituciones y órganos es-

tatales y participar de manera directa y proporcional a su población en la dirección de los 

asuntos públicos (…) y de acuerdo a sus valores, usos, costumbres y formas de organiza-

ción”118. Lo contrario incide en la carencia de representación en los órganos encargados 

de adoptar políticas y programas que podrían influir en su desarrollo119.

115.	El Tribunal nota que, en el desarrollo de la participación política representativa, los 

elegidos ejercen su función por mandato o designación120 y en representación de una 

colectividad. Esta dualidad recae tanto en el derecho del individuo que ejerce el mandato 

o designación (participación directa) como en el derecho de la colectividad a ser repre-

118	 Caso Yatama Vs. Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

junio de 2005. Serie C Nº 127, párr. 225.

119	 Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 

de junio de 2005. Serie C Nº 127, párr. 227.

120	 La Corte ha establecido que “el derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de 

igualdad protege el acceso a una forma directa de participación en el diseño, implementación, desarrollo y 

ejecución de las directrices políticas estatales a través de funciones públicas. Se entiende que estas condicio-

nes generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por 

nombramiento o designación”. Caso Yatama Vs. Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C Nº 127, párr. 200.
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sentada. En este sentido, la violación del primero repercute en la vulneración del otro 

derecho. 

116.	En el presente caso Florencio Chitay fue deliberadamente impedido, por la estruc-

tura política del Estado, de participar en el ejercicio democrático del mismo en represen-

tación de su comunidad, quien de acuerdo a su cosmovisión y tradiciones lo formó para 

servir y contribuir en la construcción de su libre desarrollo121. Asimismo, la Corte nota que 

resulta irrazonable que siendo la población indígena una de las mayoritarias en Guate-

mala, la representación indígena, a través de sus líderes, como Florencio Chitay Nech, se 

vea truncada. 

117.	Por tanto, el Estado incumplió su deber de respeto y garantía de los derechos po-

líticos de Florencio Chitay Nech, debido a que con motivo de su desaparición forzada, 

configurada como una desaparición selectiva, lo privó del ejercicio del derecho a la par-

ticipación política en representación de su comunidad, reconocido en el artículo 23.1 

inciso a) de la Convención Americana. 

[…]

IX.	El Desplazamiento Forzado (articulo 22), las 
Afectaciones en el Entorno Familiar (artículo 17) y en 
los Niños (artículo 19), en relación con el artículo 1.1 
de la Convención Americana

[…]

2.	 El desplazamiento forzado, la desintegración de la familia Chitay Rodríguez y la 

afectación a la vida cultural de los niños indígenas

A.	 El desplazamiento forzado de la familia Chitay Rodríguez 

[…]

121	 Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 

de junio de 2005. Serie C Nº 127, párrs. 225, 226 y 227.
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139.	El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residen-

cia148. En este sentido, la Corte ha establecido en otros casos149 que este artículo también 

protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte. 

[…]

142.	Por otra parte, este Tribunal ha señalado que el derecho de circulación y de resi-

dencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las 

condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo155, por ejemplo cuando una 

persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías 

necesarias, para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, 

incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales156.

[…]

145.	(…) este Tribunal estima que el desplazamiento forzado afectó de forma particular-

mente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por su condición de indígenas 

mayas. Tal como lo reconoció la perito Rosalina Tuyuc, “la conexión energética con la tie-

rra tiene una importancia fundamental en la cosmovisión maya”, por lo que el abandono 

de la comunidad no solo ha sido material para las familias que tuvieron que huir, sino que 

también significó una gran pérdida cultural y espiritual. (…)

148	 En lo pertinente el artículo 22.1 de la Convención establece que “[t]oda persona que se halle legalmente en 

el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposicio-

nes legales”.

149	 Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de 

septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 188, y Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C Nº 148, párr. 207.

155	 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C Nº 124, párrs. 119 y 120; Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. 

Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 

170, y Caso Valle Jaramillo Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 

2008. Serie C Nº 192, párr. 139.

156	 Cfr. Caso Valle Jaramillo Vs. Colombia, supra nota 155, párr. 139.
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146.	Así, el desplazamiento de los familiares de Florencio Chitay fuera de su comunidad 

provocó una ruptura con su identidad cultural, afectando su vínculo con sus familiares, 

su idioma y su pasado ancestral159.

147.	En consecuencia, conforme a su jurisprudencia constante en materia indígena, me-

diante la cual ha reconocido que la relación de los indígenas con el territorio es esencial 

para mantener sus estructuras culturales y su supervivencia étnica y material160, el Tribunal 

considera que el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas fuera de su comunidad 

o bien de sus integrantes, les puede colocar en una situación de especial vulnerabilidad, 

que “[p]or sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural (…), genera un claro 

riesgo de extinción, cultural o físico, de los pueblos indígenas”161, por lo cual es indispensa-

ble que los Estados adopten medidas específicas de protección162 considerando las particu-

laridades propias de los pueblos indígenas, así como su derecho consuetudinario, valores, 

usos y costumbres163 para prevenir y revertir los efectos de dicha situación. 

149.	(…) este Tribunal reafirma que la obligación de garantía para los Estados de pro-

teger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el deber de adoptar 

159	 Según los representantes, los hermanos Chitay Rodríguez se vieron obligados a no utilizar el apellido de 

su padre e identificarse con el apellido de su madre Rodríguez y a pasar desapercibida su herencia cultural 

maya con el único fin de mantener viva la memoria de su padre y cumplir sus deseos.

160	 La Corte ha determinado que la cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a 

una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha relación 

con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser estos su principal medio de subsistencia, 

sino además porque constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su 

identidad cultural. Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 135, y Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa 

Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C Nº 146, parr. 118.

161	 Cfr. Auto 004/009 emitido el 26 de enero de 2009, Corte Constitucional de Colombia, parte 4, pág. 11. 

Disponible en http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/6981.pdf.

162	 Cfr. Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, de las Naciones Unidas, E/CN.4/1998/53/Add.2 de 11 

de febrero de 1998, p. 5. Anexo. Introducción: alcance y finalidad. Numeral 2. Disponible en http://www.hchr.

org.co/documentoseinformes/documentos/html/informes/onu/resdi/E-CN-4-1998-53-ADD-2.html., Principio 9.

163	 Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, supra nota 160, párr. 63; Caso Comunidad Indíge-

na Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C 

Nº 146, párr. 83, y Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Excepciones Prelimi-

nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C Nº 172, párr. 178.
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medidas de prevención sino también realizar una investigación efectiva de la supuesta 

violación de estos derechos167 y proveer las condiciones necesarias para un retorno digno 

y seguro168 a su lugar de residencia habitual o su reasentamiento voluntario en otra parte 

del país. Para ello, se debe garantizar su participación plena en la planificación y gestión 

de su regreso o reintegración169. 

150.	Por tanto, si bien no consta que Guatemala ha restringido de manera formal la 

libertad de circulación y de residencia de los miembros del núcleo familiar de Florencio 

Chitay, la Corte estima que en este caso dicha libertad se encuentra limitada por una 

grave restricción de facto, que se origina en las amenazas y hostigamientos que han 

provocado su partida, así como el temor fundado generado por todo lo ocurrido a su 

padre, otros familiares y miembros de la comunidad, aunado a la falta de investigación 

y enjuiciamiento de los responsables de los hechos, lo que los ha mantenido alejados de 

su comunidad. El Estado ha incumplido también con el deber de garantía de este dere-

cho, ya que además de propiciar su desplazamiento no ha establecido las condiciones 

ni ha provisto los medios que permitirían a los miembros de la familia Chitay Rodríguez 

regresar de forma segura y con dignidad a su comunidad170, con la que tienen un vínculo 

167	 Cfr. Informe presentado por el representante del Secretario General sobre los derechos humanos de los 

desplazados internos, Walter Kalin, A/HRC/13/21/Add.3, p. 4. II.4. Disponible en http://www2.ohchr.org/

english/bodies/hrcouncil/docs/13session/A-HRC-13-21-Add.3.pdf. Párr. 69; Convention for the Protection 

and Assistance of Internally Displaced Persons in Africa (Kampala Convention), supra nota 150, article 

3.1.g and h), and article 7.4.; Recommendation Rec (2006)6 of the Committee of Ministers to the member 

States on Internally Displaced Persons supra nota 150, para. 5. Además, el Estatuto de Roma, supra nota 

83, penaliza los traslados forzados de población, los cuales pueden constituir crímenes de lesa humanidad 

(artículo 7.1.d) o crímenes de guerra (artículo 8.2.a.vii, b.viii, and e.viii).

168	 Cfr. Recommendation Rec (2006) 6 of the Committee of Ministers to the member States on Internally Displaced 

Persons, 5 April, 2006. Disponible en https://wcd.coe.int/ViewDoc.jsp?id=987573&BackColorInternet=9999CC

&BackColorIntranet=FFBB55&BackColorLogged=FFAC75; para. 12; AG/RES. 2508 (XXXIX-O/09) “Desplazados 

Internos”, AG/RES. 2508 (XXXIX-O/09) “Desplazados Internos”, Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebra-

da el 4 de junio de 2009, punto resolutivo 2 (disponible en: www.oas.org/dil/esp/AG-RES_2508-2009.doc).

169	 Cfr. Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas, E/CN.4/1998/53/Add.2 de 11 de 

febrero de 1998, p. 5. Anexo. Introducción: alcance y finalidad. Numeral 2. Disponible en http://www.hchr.org.

co/documentoseinformes/documentos/html/informes/onu/resdi/E-CN-4-1998-53-ADD-2.html., Principio 28.

170	 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C Nº 124, párr. 120, y Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 170.
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cultural especial. Finalmente, el Estado no ha otorgado una reparación integral que res-

tituya los derechos vulnerados y garantice, entre otras medidas, la no repetición de los 

hechos ante tal situación. 

151.	Por las razones antes expuestas, este Tribunal considera que el desplazamiento for-

zado se ha mantenido con posterioridad al reconocimiento de la competencia contencio-

sa de la Corte efectuado el 9 de marzo de 1987. En consecuencia, la Corte encuentra que 

el Estado no ha garantizado a los miembros de la familia Chitay Rodríguez su derecho de 

circulación y de residencia, por lo que es responsable por la violación del artículo 22 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Encar-

nación, Pedro, Estermerio, Eliseo y María Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez. 

[…]

B.	 Afectaciones a la familia Chitay Rodríguez y a la vida cultural de los niños 

indígenas

[…]

B.1.	 La desintegración de la familia Chitay Rodríguez

156.	El artículo 17 de la Convención Americana reconoce que la familia es el elemento 

natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el 

Estado. La protección de la familia y de sus miembros se garantiza también en el artículo 

11.2 de la Convención, que consagra la prohibición de injerencias arbitrarias o abusivas 

en la familia171, así como por el artículo 19, que determina la protección de los derechos 

del niño por parte de la familia, la sociedad y el Estado172. 

171	 La Corte ha establecido que “[e]l artículo 11 de la Convención prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en 

la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida privada de sus familias, 

sus domicilios o sus correspondencias”. Cfr. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2008. Serie C Nº 192, párr. 55, y Caso Escher y Otros Vs. 

Brasil, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 113.

172	 Cfr. Observación General Nº 19, Comentarios generales adoptados por el Comité de Derechos Humanos, 

artículo 23 – La familia. 39º período de sesiones, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 de 27 de julio de 1990, párr. 1.
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157.	Dada la importancia del derecho a la protección a la familia, la Corte ha establecido 

que el Estado se encuentra obligado a favorecer el desarrollo y la fortaleza del núcleo 

familiar173 y que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, 

una violación de su derecho a la familia174. Así, “[e]l niño tiene derecho a vivir con su fa-

milia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas. El derecho 

de toda persona a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su familia, 

forma parte, implícitamente, del derecho a la protección de la familia y del niño”175.

158.	Al respecto, en la Opinión Consultiva Nº 17 relativa a la Condición Jurídica y Dere-

chos Humanos de los Niños, la Corte reconoció que el disfrute mutuo de la convivencia 

entre padres e hijos constituye un elemento fundamental en la vida de familia176, y ob-

servó que la Corte Europea ha establecido que el artículo 8 de la Convención Europea 

de Derechos Humanos no sólo tiene como objetivo preservar al individuo contra las inje-

rencias arbitrarias de las autoridades públicas177, sino que, además, este artículo supone 

obligaciones positivas a cargo del Estado a favor del respeto efectivo de la vida familiar178. 

173	 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, Opinión Consultiva OC-

17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 66.

174	 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, Opinión Consultiva OC-17/02 

de 28 de agosto de 2002, párrs. 71 y 72, y Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs Guatemala, Excepción Pre-

liminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C Nº 211, párr. 188.

175	 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, Opinión Consultiva OC-

17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 71, y Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs Guatemala, Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 

189.

176	 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva, OC-17/02, Opinión Consultiva OC-

17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 72. Cfr. Eur. Court H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 

20 December 2001, para. 35, Eur. Court H.R., Case of T and K v. Finland, Judgment of 12 July 2001, para. 

151, Eur. Court H.R, Case of Elsholz v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para. 43, Eur. Court H.R., Case 

of Bronda v. Italy, Judgment of 9 June 1998, Reports 1998 a IV, para. 51, y Eur. Court H.R., Case of Johansen 

v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports 1996 a IV, para. 52.

177	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva, OC-17/02, Opinión Consultiva 

OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 72.

178	 Cfr. Caso Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C Nº 211, párr. 189. Cfr. Eur. Court H.R., Case of Olsson v. 

Sweden, judgment of March 24, 1988, serie A, n. 130, para. 81. 
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159.	En el presente caso, la Corte además reconoce el significado especial que tiene la 

convivencia familiar en el contexto de la familia indígena, la cual no se limita al núcleo 

familiar sino que incluye a las distintas generaciones que la componen e incluso a la co-

munidad de la cual forma parte. (…).

160.	Además, señaló que la desaparición del padre o de la madre no sólo significó un 

cambio de roles en el sentido de que el padre sobreviviente tuvo que asumir ese rol de ser 

mamá y de ser papá a la vez, sino que sobre todo impidió que los padres transmitieran 

sus conocimientos de forma oral, conforme a las tradiciones de la familia maya. (…).

[…]

162.	La Corte toma en cuenta que la desaparición forzada tenía como propósito castigar 

no sólo a la víctima sino también a su familia y a su comunidad (…). En el presente caso, 

el Tribunal considera que la desaparición de Florencio Chitay agravó la situación de des-

plazamiento y desarraigo cultural que sufrió su familia. Así, el desarraigo de su territorio 

afectó de forma particularmente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por 

su condición de indígenas mayas. 

163.	En razón de las consideraciones previas y el allanamiento del Estado, la Corte estima 

que existió una afectación directa a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por las 

constantes amenazas y persecuciones que sufrieron sus miembros, el desplazamiento de 

que fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del núcleo familiar 

y la pérdida de la figura esencial del padre, a raíz de la desaparición de Florencio Chitay, lo 

cual se vio agravado en el contexto del caso, que subsistió hasta después del 9 de marzo 

de 1987, lo que constituye un incumplimiento por parte del Estado de su obligación de 

proteger a toda persona contra ingerencias arbitrarias o ilegales en su familia. En conse-

cuencia, la Corte considera que el Estado es responsable por la violación del derecho a la 

protección de la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención, en relación con 

el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y 

María Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez.

B.2.	 El derecho a la vida cultural de los niños indígenas

164.	El artículo 19 de la Convención Americana establece que “[t]odo niño tiene derecho 

a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, 

de la sociedad y del Estado”. A criterio de la Corte, “esta disposición debe entenderse 
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como un derecho adicional, complementario, que el tratado establece para seres que por 

su desarrollo físico y emocional necesitan de protección especial”179. Debe entonces el 

Estado asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y 

debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño180. 

Este principio se fundamenta “en la dignidad misma del ser humano, en las caracte-

rísticas propias de los niños y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con 

pleno aprovechamiento de sus potencialidades”181. En tal sentido, el Estado debe prestar 

especial atención a las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su 

condición particular de vulnerabilidad182. 

165.	La Corte ha afirmado reiteradamente que tanto la Convención Americana como 

la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte del corpus juris internacional 

de protección de los niños183 y en diversos casos contenciosos ha precisado el sentido y 

179	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, Opinión Consultiva 

OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párrs. 53, 54 y 60; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. 

Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. 

Serie C Nº 112, párr. 147; Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, supra nota 13, párr. 

408, y Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C Nº 211, párr. 184.

180	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, Opinión Consultiva 

OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párrs. 56 y 60; Caso Bulacio Vs. Argentina, Fondo, Reparaciones y Cos-

tas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C Nº 100, párrs. 126 y 134; Caso Comunidad Indígena 

Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C Nº 

146, párr. 177, y Caso Servellón García Vs. Honduras, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 

septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 116.

181	 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, de 28 de agosto de 2002, 

párr. 56; Cfr. Caso Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 

de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 152, y Caso Masacres de Ituango Vs. Colombia, Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C Nº 148, párr. 244. 

182	 Caso Masacre de Las Dos Erres Vs Guatemala, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Senten-

cia de 24 de noviembre de 2009. Serie C Nº 211, párr. 184. 

183	 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 

noviembre de 1999. Serie C Nº 63. párrs. 194 y 196; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 166, y Caso “Instituto 

de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, supra nota 179, párr. 148.
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alcance de las obligaciones estatales que derivan del artículo 19 de la Convención Ame-

ricana a la luz de las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño184.

166.	Teniendo en cuenta lo señalado, resulta evidente que las medidas de protección 

que el Estado debe adoptar varían en función de las circunstancias particulares del caso 

y de la condición personal de los niños. El Tribunal hace notar que en el presente caso, 

al momento en que el Estado reconoció la competencia contenciosa de la Corte, el 9 de 

marzo de 1987, las presuntas víctimas Eliseo, Estermerio y María Rosaura Chitay Rodrí-

guez, indígenas mayas kaqchikel, tenían respectivamente 15, 10, y 7 años de edad, y por 

lo tanto, aún eran niños. 

167.	Este Tribunal observa que la desintegración familiar repercutió de manera notable 

en la condición de los menores. Dadas las particularidades del caso sub judice, la Corte 

estima importante señalar las medidas especiales de protección que deben adoptar los 

Estados a favor de los niños indígenas. El Tribunal advierte que los Estados, además de 

las obligaciones que deben garantizar a toda persona bajo su jurisdicción, deben cumplir 

con una obligación adicional y complementaria definida en el artículo 30185 de la Conven-

ción sobre los Derechos del Niño186, la cual dota de contenido al artículo 19 de la Con-

184	 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra nota 183, pá-

rrs. 194 a 196; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 161, y Caso de los 

Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, supra nota 183, párrs. 167 y 168.

185	 El artículo 30 dispone que “[e]n los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o perso-

nas de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el dere-

cho que le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a 

profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma”. Esta disposición tiene su antecedente 

en el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General 

mediante resolución 2200 A (XXI), 16 de diciembre de 1966, el cual reconoce este derecho para las mi-

norías sin mencionar a los indígenas explícitamente. El artículo 27 del PICP establece: “[e]n los Estados en 

que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas 

minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia 

vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma”.

186	 Convención sobre los Derechos del Niño, A.G. res. 44/25, anexo, 44 U.N. GAOR Supp. (Nº 49) p. 167, 

ONU Doc. A/44/49 (1989), entrada en vigor 2 de septiembre de 1990. El Estado de Guatemala firmó dicha 

Convención el 26 de enero de 1990 y la ratificó el 06 de junio de 1990.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/3YULja

DR © 2014. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: 
Center for Justice and International Law - CEJIL. http://www.cejil.org/



Chitay N
ech y otros vs. G

uatem
ala

193

vención Americana, y que consiste en la obligación de promover y proteger el derecho de 

los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su propio 

idioma187.

168.	En su Observación General Nº 11, el Comité de los Derechos del Niño ha conside-

rado que “[e]l ejercicio efectivo de los derechos de los niños indígenas a la cultura, a la 

religión y al idioma constituyen unos cimientos esenciales de un Estado culturalmente di-

verso”188, y que este derecho constituye un importante reconocimiento de las tradiciones 

y los valores colectivos de las culturas indígenas189. Asimismo, tomando en consideración 

la estrecha relación material y espiritual de los pueblos indígenas con sus tierras tradicio-

nales (supra párr. 145), este Tribunal estima que dentro de la obligación general de los 

187	 La Convención sobre los Derechos del Niño, además del artículo 30, contiene diversas disposiciones que 

destacan la importancia de la vida cultural del niño indígena para su formación y desarrollo. Así, el Preám-

bulo declara: “[l]os Estados Partes en la presente Convención […] [t]eniendo debidamente en cuenta la 

importancia de las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo para la protección y el desarrollo 

armonioso del niño”. El artículo 2 inciso 1 establece la obligación de los Estados de asegurar la aplicación 

de los derechos establecidos en la Convención sin distinción por “origen […] étnico” del niño. En el mismo 

sentido, el artículo 17 inciso d dispone que: “[l]os Estados […] [a]lentarán a los medios de comunicación 

a que tengan particularmente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño perteneciente a un grupo 

minoritario o que sea indígena”. El artículo 20 inciso 3 determina que, ante niños privados de su medio 

familiar, el Estado deberá adoptar medidas especiales y que al considerarlas “[…] se prestará particular 

atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, 

cultural y lingüístico”. En la misma línea, el artículo 29 inciso 1 señala que “[l]os Estados Partes convienen 

en que la educación del niño deberá estar encaminada a [i]nculcar al niño el respeto de sus padres, de su 

propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país 

de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; [así como p]reparar al niño para asumir una 

vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos 

y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena”. 

Finalmente, el artículo 31 determina que: “[l]os Estados Partes reconocen el derecho del niño […] a partici-

par libremente en la vida cultural y en las artes. […] Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho 

del niño a participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en 

condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento”

188	 Cfr. ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº 11 (2009). Los niños indígenas y sus 

derechos en virtud de la Convención, 12 de febrero de 2009, párr. 82.

189	 Cfr. Observación General Nº 11 (2009), supra nota 188, párr. 16.
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Estados de promover y proteger la diversidad cultural de los indígenas se desprende la 

obligación especial de garantizar el derecho a la vida cultural de los niños indígenas.

169.	La perito Rosalina Tuyuc describió los sufrimientos de los miembros de las comu-

nidades indígenas que tuvieron que huir, y en particular la pérdida cultural y espiritual 

que sufrieron los niños indígenas desplazados, así como la imposibilidad de recibir una 

educación oral (supra párrs. 159 y 160). Adicionalmente, teniendo en cuenta que el desa-

rrollo del niño es un concepto holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, 

moral, psicológico y social190, la Corte estima que para el desarrollo pleno y armonioso 

de su personalidad, los niños indígenas, de acuerdo con su cosmovisión, preferiblemente 

requieren formarse y crecer dentro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una 

identidad distintiva que los vincula con su tierra, cultura, religión, e idioma. 

170.	Por lo tanto, en razón de que los entonces niños indígenas Eliseo, Estermerio y Ma-

ría Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez se vieron privados de su vida cultural, 

esta Corte considera que el Estado es responsable de la violación del artículo 19 de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. 

[…]

XII.	R eparaciones 
(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención 
Americana) 

[…]

C.	 Medidas de satisfacción, rehabilitación y garantía de no repetición

[…]

C.1.	 Satisfacción

190	 Cfr. ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº 5 de 27 de noviembre de 2003, párr. 

12. Este concepto de desarrollo holístico ha tenido recibo en anterior jurisprudencia de la Corte. Cfr. Caso 

“Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, supra nota 179, párr. 161.
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a) Publicación de la Sentencia y difusión radiofónica

[…]

245.	Como ya ha hecho con anterioridad258, el Tribunal toma en cuenta lo solicitado por 

los representantes, así como el hecho de que los familiares de las víctimas pertenecen 

al pueblo Maya y que su lengua propia es el kaqchikel, por lo que considera apropiado 

que el Estado dé publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en el De-

partamento de Chimaltenango, el resumen oficial de la Sentencia emitido por la Corte. 

Lo anterior, deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel, para lo cual se deberá 

realizar la interpretación correspondiente. La transmisión radial deberá efectuarse cada 

primer domingo de mes al menos en 4 ocasiones. Para ello, el Estado cuenta con el plazo 

de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

b) Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional

[…]

248.	En este sentido, el Tribunal valora positivamente que el Estado implemente meca-

nismos para dignificación de las víctimas del conflicto armado interno. No obstante, este 

Tribunal estima necesario que el Estado realice un acto público de reconocimiento de res-

ponsabilidad internacional por los hechos del presente caso en desagravio a la memoria 

de Florencio Chitay, el cual deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel. En dicho 

acto se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la 

presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública 

en presencia de altos funcionarios del Estado y los familiares del señor Chitay Nech. El 

Estado y los familiares del señor Chitay Nech y/o sus representantes, deberán acordar la 

modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las particulari-

dades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización259.

[…]

258	 Cfr. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. 

Serie C Nº 190, párr. 108.

259	 Cfr. Caso Radilla Pacheco Vs. México, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 

de noviembre de 2009. Serie C Nº 209, párr. 353, y Caso Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C Nº 211, párr. 262.
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XIII.	P untos Resolutivos 

297.	Por tanto, 

La Corte 

Decide, 

[…]

Y, Dispone,

por unanimidad, que, 

11.	 Esta sentencia constituye per se una forma de reparación. 

[…]

14.	 El Estado debe publicar, por una sola vez, en el Diario Oficial: (…), así como la parte 

resolutiva de la rpesente Sentencia, y en otro diario de amplia circulación nacional, el 

resumen oficial de la Sentencia emitido por la Corte. El Estado debe realizar una transmi-

sión radial de dicho resumen oficial cada primer domingo de mes al menos en 4 ocasio-

nes. Lo anterior, deberá efectuarse en español y en maya kaqchikel. Además, el Estado 

debe publicar íntegramente la presente Sentencia en el sitio web oficial del Estado, (…).

15.	 El Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en 

relación con los hechos del presente caso y en desagravio a la memoria de Florencio 

Chitay Nech, en el que se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 

declaradas en la presente Sentencia en presencia de altos funcionarios del Estado y los 

familiares del señor Chitay Nech. Dicho acto deberá efectuarse en español y en maya 

kaqchikel, (…).

16.	 El Estado debe colocar en San Martín Jilotepeque, Chimaltenango, una placa con-

memorativa con el nombre de Florencio Chitay Nech, en la que se haga alusión a sus 

actividades, (…).
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17.	 El Estado debe brindar atención médica y psicológica gratuita en Guatemala y de 

forma inmediata, adecuada y efectiva, y por el tiempo que sea necesario, a través de sus 

instituciones públicas de salud especializadas, a las víctimas declaras en el presente Fallo 

que así lo soliciten, (…).

18.	 El Estado debe pagar las cantidades fijadas (…), por concepto de indemnización 

por daño material e inmaterial, y el reintegro de gastos, (…), dentro del plazo de un año, 

contado a partir de la notificación del presente Fallo, (…).

19.	 Dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia 

y a los efectos de la supervisión, el Estado debe rendir al Tribunal un informe sobre las 

medidas adoptadas para ello. La Corte dará por concluido el presente caso una vez que 

el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma.
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